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PROPUESTAS PARA LOS ARTÍCULOS DEL 31 AL 44 DEL PROYECTO DE CONVENCIÓN, BASADAS EN LO CONTENIDO EN EL COMPENDIO DE PROPUESTAS AL PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES, CAJP/GT/DHPM-44/12 rev. 2
(Presentadas por la Presidencia,)
Artículo 31

Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

Los Estados Partes tomarán medidas especiales de protección para garantizar la integridad y los derechos de las personas mayores en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias, desastres naturales, desplazamientos, y ocupación extranjera, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos, del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de las personas refugiadas, incluso mediante la prestación de servicios de rehabilitación física y mental a discapacidades derivadas de estas situaciones.

Los Estados Partes adoptarán medidas de atención prioritaria a las necesidades de las personas mayores en situaciones de reconstrucción después de emergencias o conflictos.

Comentario General: Se ha tomado como modelo para la reformulación de esta norma el artículo 11 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad que es el único instrumento vinculante que contiene una cláusula de este tipo. No se estima conveniente detallar las distintas situaciones que el Estado debe resguardar para garantizar los derechos de las personas mayores frente a emergencias o conflictos, ya que pueden quedar por fuera otras situaciones no previstas. Se entiende que con una regulación genérica que imponga sobre el Estado el deber de especial protección se cubren las distintas circunstancias en las que pueden encontrarse las personas mayores que deban enfrentar estas situaciones excepcionales.

CAPÍTULO VI

ACCESO A LA JUSTICIA 

Artículo 32

Garantías judiciales

Las personas mayores tienen derecho a ser oídas, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, y en igualdad de oportunidades con las demás personas, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
Los Estados Partes realizarán los ajustes razonables con el objetivo de adecuar los procedimientos judiciales y administrativos a las necesidades propias de las personas mayores. A tal fin se comprometen a:

a. Garantizar el máximo de diligencia debida y plazos razonables en la tramitación de cualquier causa administrativa o judicial en la que sea parte una persona mayor.

b. Garantizar el derecho de las personas mayores privadas de libertad con programas especiales y atención integral, incluidos los mecanismos de rehabilitación para su reinserción en la sociedad. 

c. Promover la capacitación adecuada en la protección de los derechos de las personas mayores de los que trabajan en la administración de justicia, incluido el personal policial y penitenciario.
d. Promover mecanismos de solución alternativa de conflictos.

Los Estados Partes deberán adoptar preferentemente medidas alternativas a la privación de libertad en caso de condena penal para las personas mayores.


Los Estados Partes identificarán, de acuerdo con sus ordenamientos jurídicos internos, las entidades

y las instituciones públicas y, si fuese el caso, privadas, habilitadas para iniciar acciones fundadas

en intereses difusos, colectivos, individuales u homogéneos relacionados con las personas mayores.

Artículo 33

Garantías judiciales en los procesos de determinación de la capacidad jurídica de las personas mayores

Las personas mayores tienen derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. Las personas mayores tienen capacidad legal en igualdad de condiciones con las demás personas en todos los aspectos de la vida. En caso de ser necesario, se deben facilitar los medios adecuados para habilitar a las personas mayores para ejercer sus derechos reconocidos legalmente.

Toda restricción de la capacidad jurídica debe estar debidamente fundada, ser limitada en el tiempo, estar sujeta a revisiones periódicas y ser aplicada únicamente a las decisiones específicas para las cuales se haya determinado la falta de aptitud y la necesidad de un consentimiento subrogado. 

La persona mayor de cuya capacidad jurídica se trate tendrá derecho a estar representada por un defensor y a que se le provea un traductor si fuese necesario. Si no tuviera dicha representación, se le pondrá éste a su disposición sin cargo alguno en la medida en que no disponga de medios suficientes para pagar dichos servicios. El defensor no podrá representar en las mismas actuaciones a una institución de larga permanencia ni a su personal, ni tampoco podrá representar a un familiar de la persona mayor de cuya capacidad se trate. 

Las decisiones sobre la capacidad jurídica y la necesidad de un representante legal se revisarán a intervalos razonables a través de procedimientos establecidos por ley. 

La persona mayor de cuya capacidad jurídica se trate, su representante legal, y cualquier otra persona con un interés directo, personal y legítimo tendrán derecho a apelar la decisión de la autoridad competente o del órgano de revisión si lo hubiere, relativa a la capacidad jurídica y a la necesidad de un representante ante un tribunal competente. 

Artículo 34

Garantías judiciales de las personas mayores institucionalizadas

La persona mayor tiene derecho a designar a un defensor para que la represente en todo procedimiento judicial o administrativo relacionado con su situación de institucionalización. Si la persona mayor no obtiene esos servicios, se pondrá a su disposición un defensor sin cargo alguno en la medida en que la persona carezca de medios suficientes para pagar.

La persona mayor y su defensor podrán solicitar y presentar en cualquier instancia un dictamen independiente sobre su salud física y mental y cualesquiera otros informes y pruebas orales, escritas y de otra índole que sean pertinentes y admisibles. También podrán ser presentados informes producidos por los profesionales, equipos interdisciplinarios o aquellos informes elaborados por los órganos competentes.

Si fuera necesario, la persona mayor tendrá derecho a la asistencia de un intérprete. Cuando tales servicios sean necesarios y la persona no los obtenga, se le facilitará sin cargo alguno en la medida en que la persona carezca de medios suficientes para pagar.

La persona mayor y su defensor tendrán derecho a participar y a ser oídos en todo el proceso judicial o administrativo. 

Las personas mayores tienen derecho a acceder a procedimientos adecuados a fin de revisar:

a. la decisión sobre su institucionalización;

b. la permanencia en una institución de larga estadía;

c. las condiciones de su alojamiento

Los Estados Partes deberán establecer por ley dichos procedimientos y la autoridad competente.

Artículo 35

Protección judicial 

Las personas mayores tienen derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, establecidos por ley, con las debidas garantías judiciales y dentro de un plazo razonable, que les garanticen una pronta resolución, les posibiliten la participación en todas las instancias, y las amparen contra actos u omisiones que violen sus derechos humanos y libertades fundamentales. 

Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para garantizar el derecho de las personas mayores a una tutela cautelar efectiva frente a cualquier situación de violencia o discriminación.

CAPÍTULO VII

TOMA DE CONCIENCIA

Artículo 36

Los Estados Partes reconocerán la experiencia, la sabiduría, la productividad y la contribución al desarrollo que las personas mayores brindan a la sociedad en su conjunto, fomentando un trato digno, afectuoso, respetuoso, y considerado.

Los Estados Partes, en cooperación con las asociaciones de las personas mayores, las instituciones educativas, los medios de comunicación, y otros actores de la sociedad civil, desplegarán esfuerzos para superar el lenguaje y las imágenes estereotipadas en todos los ámbitos, difundiendo una imagen positiva de las personas mayores como personas autosuficientes, productivas, y que contribuyen al desarrollo económico, social y cultural de la sociedad. A tal fin, cooperarán con los medios de comunicación y agentes de publicidad para promover una imagen positiva con perspectiva de derechos humanos sobre el envejecimiento para erradicar los estereotipos y la discriminación contra las personas mayores.

Los Estados Partes pondrán en marcha programas para educar al público en general sobre el proceso de envejecimiento y sobre las personas mayores. Se fomentará la participación de las personas mayores y de sus asociaciones o movimientos en el diseño o formulación de dichos programas. 

Los Estados Partes promoverán la inclusión del tema del envejecimiento en los planes de estudio de la educación estructurada desde la edad más temprana, e incentivarán la creación de programas de formación técnica y profesional especializada.

CAPÍTULO VIII

MECANISMOS DE PROTECCIÓN Y SEGUIMIENTO DEL CUMPLIMIENTO 

DE LA CONVENCIÓN

Artículo 37

Presentación de informes periódicos

Para dar seguimiento a los compromisos adquiridos en la presente Convención se establecerá un Grupo de Trabajo para analizar los Informes Periódicos de los Estados Partes, integrado por representantes gubernamentales designados por los Estados y un(a) Secretario(a) designado por el Secretario General.

El Grupo de Trabajo celebrará su primera reunión dentro de los 90 días siguientes al depósito del décimo instrumento de ratificación. 

Los Estados Partes se comprometen a presentar en la primera reunión del Grupo de Trabajo un informe respecto de las medidas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los derechos consagrados en la Convención. En lo sucesivo, los informes se presentarán cada cuatro años.
Los informes preparados en virtud del párrafo anterior deberán incluir las medidas que los Estados Partes hayan adoptado en la aplicación de esta Convención y cualquier progreso que hayan realizado en la protección de los derechos de las personas mayores. Los informes también contendrán cualquier circunstancia o dificultad que afecte el grado de cumplimiento derivado de la presente Convención.

El Grupo de Trabajo será el foro para examinar el progreso registrado en la aplicación de la Convención e intercambiar experiencias entre los Estados Partes. Los informes que elabore el Grupo de Trabajo recogerán el debate e incluirán información sobre las medidas que los Estados Partes hayan adoptado en aplicación de esta Convención, los progresos que hayan realizado en la protección de los derechos de las personas mayores, las circunstancias o dificultades que hayan tenido con la implementación de la Convención, así como las conclusiones, observaciones y sugerencias generales del Grupo de Trabajo para el cumplimiento progresivo de la misma.

El/la Secretario/a del Grupo de Trabajo ejercerá todas las funciones de secretaría del Grupo de Trabajo, incluyendo la convocatoria a las reuniones descritas en el presente artículo, la recolección, sistematización y publicación de los informes de los Estados Partes, y otras tareas y actividades que el Grupo de Trabajo permanente le encomiende, particularmente aquellas orientadas a lo establecido en el Capítulo VII.

El Grupo de Trabajo elaborará su reglamento interno y lo aprobará por mayoría absoluta.

Artículo 38

Sistema de peticiones individuales
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de alguno de los artículos de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Cuando proceda, conforme lo estipulado en los artículos 51 y 61 a 69 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el caso podrá ser sometido a la decisión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por la Comisión o por el Estado interesado.
CAPÍTULO IX

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 39

Firma, ratificación, entrada en vigor

La Convención está abierta a la firma de todos los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos.

La Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

La Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado Parte que ratifique o adhiera a la Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado Parte haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 40

Adhesión

Después de su entrada en vigor, la Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados que no la hayan firmado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 41

Reservas

Los Estados podrán formular reservas a la Convención en el momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas.
Artículo 42
Denuncia

La Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, y permanecerá en vigor para los demás Estados Partes. Dicha denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le impone la presente Convención con respecto a toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que haya surtido efecto la denuncia.

Artículo 43

Notificación del Secretario General


El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiese.

Artículo 44
Depósito

El instrumento original de la Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.
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